
 

 

 
DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA  
HONORABLE SEXAGÉSIMA  
LEGISLATURA DEL ESTADO  
P r e s e n t e   
 
 
C. MIGUEL ALEJANDRO ALONSO REYES, GOBERNADOR DEL ESTADO DE ZACATECAS, EN 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 60 FRACCIÓN II Y 72 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE ZACATECAS; 46 FRACCIÓN II DE 
LA LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO; 95 FRACCIÓN II DE SU REGLAMENTO 
GENERAL; 2, 3 Y 7 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA ENTIDAD Y 
SUSTENTADO EN LA SIGUIENTE: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 
 Una de las acciones del Gobierno del Estado que le ha dado primordial importancia ha sido la actualización 

del marco normativo en materia ambiental, con el objeto de otorgar certeza jurídica a los actos de autoridad 

en materia de crecimiento urbano, ordenamiento del uso de suelo, el transporte, el consumo de agua, de 

desechos sólidos, las áreas recreativas, orientados a mejorar la calidad de vida de las familias zacatecanas. 

 

En esa tesitura, es necesario conformar una nueva cultura del agua y del cuidado ambiental, con marcos 

legislativos consistentes y con autoridades conscientes y responsables, controles y  acciones punitivas en 

materia de descargas residuales, emisiones a la atmósfera y disposición de residuos sólidos. 

 

Ahora bien, la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente del Estado de Zacatecas, publicada el 

31 de marzo del año 2007, mediante decreto número 422, en el Título Octavo en el Capítulo V de los delitos 

ambientales, en su artículo 199, establece que: “Los delitos ambientales serán los señalados en el código 

Penal para el Estado”, sin que en la actualidad esto se haya acontecido, pues en dicho Código no se 

encuentra tipificado delito alguno de la materia.  

 

Aunado a la necesidad de fortalecer el Sistema  de Procuración y Administración de Justicia, para lograr 

íntegramente  las condiciones idóneas a fin de que todo individuo disfrute de un medio ambiente adecuado y 

sano que propicie el desarrollo integral de manera sustentable en los términos del artículo 30 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, y buscando la preservación  del equilibrio 

ecológico, la protección del ambiente y el aprovechamiento  racional de los recursos naturales, de manera  

que no se comprometa la satisfacción  de las necesidades de generaciones futuras, máxime que la 

Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, señala en su principio 11, 

que los Estados deberán de promulgar leyes eficaces  sobre el medio ambiente, procurando que las normas, 



 

 

objetivos de la ordenación y las prioridades ambientales reflejan el contexto ambiental y el desarrollo al que se 

aplican, por ello se hace atingente la necesidad de reformar el Código Penal del Estado. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado en los artículos 60 fracción II y 30 de la Constitución Política del 

Estado de Zacatecas y el artículo 132 fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, se somete a 

consideración de esa Soberanía Popular la siguiente: 

 
 

INICIATIVA DE DECRETO QUE ADICIONA  VARIAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO 
DE ZACATECAS EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE. 

 
 

Artículo Único.- Se adiciona el artículo 39 Bis y el Título Vigésimo Cuarto del Código Penal del Estado de 
Zacatecas con los siguientes artículos 386, 387, 388, 389, 390,391 y 392,  para quedar como sigue: 
  
Artículo 39 Bis.- Los trabajos a favor de la comunidad tratándose de delitos contra el medio ambiente, se 
traducirán en actividades relacionadas con la protección, restauración y mejoramiento del ambiente y la 
restauración y explotación sustentable de los recursos naturales. 
 

TITULO VIGÉSIMO CUARTO 

CAPITULO I 

DELITOS CONTRA EL MEDIO AMBIENTE 

   Artículo 386.- Se impondrá pena de tres meses a cinco años de prisión y multa por el equivalente de cien a 

diez mil días de salario mínimo general vigente en la Entidad, al que sin contar con la autorización de Impacto 

Ambiental, viole  las normas de seguridad y operación previstas en los ordenamientos en materia de equilibrio 

ecológico y del medio ambiente la misma y otras disposiciones jurídicas aplicables; O bien, que teniendo la 

autorización, realice, autorice u ordene la práctica de actividades que, conforme a este mismo ordenamiento 

se consideren como riesgosas, que no sean de competencia de la Federación y ocasionen graves daños a la 

salud pública, la flora, la fauna o los ecosistemas. 

Cuando las actividades consideradas como riesgosas a que se refiere el párrafo anterior, se lleven a cabo en 

un centro de población, se podrá elevar la pena hasta tres años más de prisión y la multa hasta veinte mil días 

de salario mínimo vigente en la Entidad. 

Artículo  387.- Se impondrá pena de tres meses a seis años de prisión y multa por el equivalente de mil a 

veinte mil días de salario mínimo general vigente en el Estado, al que sin autorización de la autoridad estatal 

competente o contraviniendo los términos en que ésta haya sido concedida, fabrique, elabore, trasporte, 

comercie, distribuya, almacene, posea, use, reúse, recicle, recolecte, trate, deseche, descargue, disponga o, 



 

 

en general, realice actos con materiales o residuos sólidos no peligrosos que ocasionen o puedan ocasionar 

graves daños a la salud pública, a los ecosistemas o sus elementos. 

Artículo 388.- Se impondrá pena de un mes a cinco años de prisión y multa por el equivalente de cien a diez 

mil días de salario mínimo general vigente en la Entidad, al que autorice u ordene la expedición o el 

descargue en la atmósfera de gases, humos y polvos, vapores y olores que ocasionen o puedan ocasionar 

daños graves a la salud pública, la flora, la fauna o los ecosistemas, o realice por sí mismo cualquiera de los 

actos anteriores, siempre y cuando dichas emisiones provengan de fuentes fijas de jurisdicción estatal y 

municipal. 

Artículo 389.- Se impondrá pena de cinco meses a siete años de prisión y multa por el equivalente de cien a 

diez mil días de salario mínimo general vigente en la Entidad, al que sin autorización o con autorización de la 

autoridad competente y en contravención a las disposiciones legales, reglamentarias y normas técnicas 

ecológicas aplicables, descargue, deposite, infiltre o lo autorice u ordene, aguas residuales, desechos o 

contaminantes en los suelos, ríos, cuencas, vasos o demás depósitos o corrientes de agua de jurisdicción 

estatal que ocasionen o puedan ocasionar graves daños a la salud pública, la flora, fauna o los ecosistemas. 

Cuando se trate de aguas para ser entregadas en bloque a centros de población, la pena se podrá elevar 

hasta tres años más. 

Artículo  390.- Se impondrá pena de un mes a cinco años de prisión y multa por el equivalente de cien a diez 

mil días de salario mínimo general vigente en la Entidad, a quien en contravención a las disposiciones legales 

aplicables y rebasando los límites fijados en las normas técnicas, genere emisiones de ruido, vibraciones, 

energía térmica o lumínica, en zonas de jurisdicción estatal, que ocasionen graves daños a la salud pública, la 

flora o la fauna o los ecosistemas. 

CAPÍTULO II 

DELITOS CONTRA LA GESTIÓN AMBIENTAL 

Artículo 391.- Se impondrá pena de uno a cuatro años de prisión y de trescientos a tres mil días multa, a 

quien: 

I. Asiente datos falsos en los registros, bitácoras o cualquier otro documento utilizado con el propósito 

de simular el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la normatividad ambiental estatal; 

II. Destruya, altere u oculte información, registros, reportes o cualquier otro documento que se 

requiera mantener o archivar de conformidad a la normatividad ambiental estatal; 

III. En sus actividades como prestador de servicios ecológicos y ambientales, como auditor técnico, 

coordinador de reporte anual de certificación, perito o especialista en materia de impacto ambiental, 

forestal, en vida silvestre, pesca u otra materia ambiental, faltare a la verdad provocando que se 



 

 

cause un daño a los recursos naturales, a la flora, a la fauna, a los ecosistemas, a la calidad del 

agua o al ambiente; o 

IV. No realice o cumpla las medidas técnicas, correctivas o de seguridad, necesarias para evitar un 

daño o riesgo ambiental que la autoridad administrativa o judicial le ordene o imponga. 

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS DELITOS CONTRA EL AMBIENTE 

 Artículo 392.- Además de lo establecido en el presente Título, el juez podrá imponer alguna o algunas de las 

siguientes penas: 

I. La realización de las acciones necesarias para restablecer las condiciones de los elementos 

naturales que constituyen los ecosistemas afectados, al estado en que se encontraban antes de 

realizarse el delito; 

 

      II. La suspensión, modificación o demolición de las construcciones, obras o actividades, según 

corresponda, que hubieren dado lugar al delito ambiental respectivo; 

IV. La reincorporación de los elementos naturales, ejemplares o especies de flora y fauna silvestre, al 

hábitat de que fueron sustraídos, con la opinión previa de la Procuraduría Federal de Protección al 

ambiente; y 

      IV. Poner a disposición a la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales de los materiales o 

residuos peligrosos o ejemplares de flora y fauna silvestres amenazados o en peligro de extinción, 

al país de origen, considerando lo dispuesto en los tratados y convenciones internacionales de que 

México sea parte. 

V. Inhabilitación, cuando el autor o partícipe del delito tenga la calidad de servidor público, hasta por 

un tiempo igual al que se le hubiera fijado como pena privativa de libertad, la cual deberá correr al 

momento en que el sentenciado haya cumplido con la prisión o ésta se hubiera tenido por 

cumplida. 

Para los efectos a que se refiere este artículo, el juez deberá solicitar a la Autoridad estatal competente, la 

expedición del dictamen técnico correspondiente. 

TRANSITORIOS  

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial, 

Órgano del Gobierno del Estado.  



 

 

Segundo.-Una vez entrada la vigencia de la presente reforma contra el medio ambiente, se promoverá la 

creación de la Unidad Especializada en Delitos Ambientales, Órgano dependiente de la Procuraduría General 

de Justicia del Estado de Zacatecas 

 

 

A T E N T A M E N T E  

Zacatecas, Zacatecas, a los 20 días del mes de enero del año dos mil once.  

 

 

 

 

LIC. MIGUEL ALEJANDRO ALONSO REYES 
EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE ZACATECAS 

 
 
 
 

ESAÚ HERNÁNDEZ HERRERA 
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 

 
 

 


